El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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DEBIDO PROCESO/ REQUISITOS GENERALES Y CAUSALES ESPECÍFICAS PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES/ INEXISTENCIA DE DEFECTO PROCESAL/  COMUNICACIÓN DIGITAL NO SUPLE MECANISMOS DE NOTIFICACIÓN/ RECURSO DE QUEJA/ FALTA DE SUBSIDIARIEDAD/ NO SE PRESENTÓ RECURSO PRESENTÓ FRENTE A ESA DECISIÓN/ CONFIRMA Y MODIFICA
Encuentra el actor lesionados sus derechos porque el auto proferido el 9 de marzo pasado no fue registrado en la página web de la Rama Judicial. Empero, como ya se expresara, tal providencia fue notificada por estado, medio legal adecuado para notificar esa clase de proveídos de acuerdo con el artículo 295 del Código General del Proceso y por tanto, el juzgado accionado no incurrió en defecto procesal alguno, ya que, además, aquella forma de comunicación digital no suple ni complementa los mecanismos legales de notificación. 

Así las cosas, como queda desvirtuada la vulneración por una supuesta indebida notificación, se negará el amparo reclamado por la razón que se acaba de analizar.

(…)

El actor también alega una supuesta irregularidad por el hecho de haberse negado el recurso de queja que instauró, de forma subsidiaria, contra el proveído del 13 de abril de este año. Sin  embargo, respecto de tal decisión no se satisfacen todos los requisitos de procedibilidad señalados en la primera jurisprudencia transcrita y concretamente el de subsidiaridad.

En efecto, el actor no empleó el mecanismo ordinario de protección con que contaba en el proceso frente a la decisión en la que encuentra lesionados sus derechos, pues las pruebas allegadas demuestran que frente al proveído mediante el cual se declaró inadmisible el recurso de queja, ningún medio de impugnación formuló.

En esas condiciones, resulta claro que se halla ausente el segundo de los presupuestos generales para que proceda el amparo contra providencias judiciales, de conformidad con la jurisprudencia ya referida.

(…)
En estas condiciones, el fallo objeto de impugnación será confirmado y modificado para declarar improcedente el amparo frente a la decisión de declarar inadmisible el tantas veces citado recurso de queja.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, septiembre (28) de dos mil dieciocho (2018)


Acta No. 378 del 28 de septiembre de 2018

Expediente No. 66001-31-03-005-2018-00625-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor Luis Horacio Zapata Pareja frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, el 16 de agosto último, en la acción de tutela que instauró contra el Juzgado Séptimo Civil Municipal de esta ciudad, a la que fue vinculado El Palmar Conjunto Cerrado No. 3 P.H. 
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Dentro del proceso ejecutivo adelantado en su contra por El Palmar Conjunto Cerrado No. 3 P.H., el Juzgado Séptimo Civil Municipal, el 1º de agosto de 2017, dictó sentencia por medio de la cual declaró próspera la excepción de falta de legitimación en la causa por activa y dio por terminada la actuación.
1.2 A pesar de que esa decisión se encuentra debidamente ejecutoriada e hizo tránsito a cosa juzgada, la administración de la propiedad horizontal continuó con el cobro de la deuda, de lo que se informó al juzgado demandado. Sin embargo, ante la desidia de ese despacho, interpuso en su contra acción de tutela para obtener le ordenara a la citada propiedad horizontal expedir el paz y salvo de su deuda. El amparo fue declarado improcedente por el Juzgado Quinto Civil del Circuito, decisión que fue confirmada por esta Sala. En la primera de esas providencias se incurrió en vía de hecho, la que  demostró en el escrito de impugnación, empero este Tribunal fue inducido a error por el despacho accionado.  
1.3 Cuando fue notificado del último fallo de tutela, se enteró que el 9 de marzo pasado el juzgado accionado había proferido una providencia. No obstante, esta dejó de ser registrada en el sistema de información de la Rama Judicial, el cual revisaba diariamente y en el que aparecen todas las actuaciones anteriores, siendo la última de ellas la del 25 de enero pasado.
1.4 Teniendo en cuenta que es obligación del despacho judicial actualizar la información  del proceso en línea, la notificación del auto dictado el 9 de marzo se surtió el 21 siguiente cuando le fue comunicada la sentencia de tutela de segunda instancia y por tanto, el 23 del citado mes presentó recurso contra aquel proveído. Sin embargo, el despacho accionado, el 13 de abril, resolvió no dar trámite a ese medio de impugnación por extemporáneo y porque “la actuación fue registrada en el estado manual de la Secretaría del despacho… negando la obligación de publicar la actuación en el estado electrónico”.

1.5 Oportunamente hizo uso del recurso de reposición contra ese último auto y en subsidio solicitó se expidieran copias para queja. El juzgado accionado resolvió, por auto del 9 de mayo, negar el recurso de queja porque “no se mencionó que estuviera apelando la misma, lo cual es carga ineludible… para que procesa el recurso que ahora nos ocupa”, lo que configura un exceso de ritualidad procesal ya que de la lectura de ese medio de impugnación se evidencia que “se está apelando el auto de marzo 9 de 2018”, es decir que el recurso de alzada fue debidamente formulado y por tanto se ha debido conceder la queja. 
1.6 Citó jurisprudencia que considera aplicable al caso.

2. Solicita se protejan sus derechos al debido proceso, defensa y acceso a la administración de justicia y el principio de doble instancia. 

A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 2 de agosto pasado, se admitió la acción, se decretaron 
pruebas y se ordenó vincular a El Palmar Conjunto Cerrado No. 3 P.H.
2. Solo este se pronunció para manifestar, por medio de su representante legal, lo siguiente: a) se ha dado cabal cumplimiento a la sentencia proferida por el juzgado accionado, el 1º de agosto de 2017; b) no se ha vulnerado el derecho a la vivienda digna del accionante, pues a la fecha existe impedimento para expedir paz y salvo ya que en su calidad de propietario de la casa No. 47, se encuentra en mora en el pago de las expensas ordinarias y extraordinarias, las cuales se requieren para el cumplimiento del objeto social de la de propiedad horizontal y c) en el proceso ejecutivo se declaró probada la falta de legitimación en la causa, la que fue planteada como una excepción previa y tiene por finalidad atacar el procedimiento, mas no el fondo del asunto; es decir, que en este caso la obligación objeto del proceso ejecutivo, no fue la que se dejó sin fundamento.
3. Mediante sentencia del pasado 16 de agosto, la Juez Quinta Civil del Circuito local negó el amparo solicitado.
Para decidir así, señaló que en este caso no existe una irregular notificación por el hecho de haberse omitido registrar la información del auto proferido el 9 de marzo de 2018 en la plataforma judicial en línea, ya que si esa providencia fue notificado por estado, aquel requisito no es indispensable, tal como lo ha considerado la Corte Suprema de Justicia. Además, si bien el parágrafo del artículo 295 del Código General del Proceso establece la posibilidad de realizar esas notificaciones por mensajes de datos, la falta de recursos técnicos ha impedido que se cumpla ese objetivo. 
En relación con el reproche del accionante frente al proveído que negó los recursos interpuestos contra el auto del 12 de abril pasado, señaló que el de reposición no procedía porque además de que fue formulado de forma extemporánea, contiene los mismos puntos que ya habían sido objeto de pronunciamiento, razón por la cual no se podía entrar a resolver sobre el particular de acuerdo con el inciso 4º del artículo 318 del citado estatuto procesal. Tampoco era procedente el de queja teniendo en cuenta que se trata de un proceso de única instancia. 
4. Inconforme con el fallo, el demandante lo impugnó. Alegó que en esa providencia: a) se confunden los términos de “publicar  una providencia, con publicar una actuación” y se desconocen los artículos 510 del Código de Procedimiento Civil y 306, 442 y 443 del Código General del Proceso. Además, le dio la razón al apoderado del El Palmar Conjunto Cerrado No. 3, quien no distingue entre excepciones  previas y de mérito, y al juzgado accionado que resolvió sobre las primeras en audiencia de juzgamiento, tal como lo hizo en la primera acción de tutela, con lo que se faculta a esa propiedad horizontal a cobrar dineros, cuya deuda fue saneada judicialmente, decisión que hizo tránsito a cosa juzgada; b) se omitió analizar el texto completo de la sentencia T-686 de 2007 en la que se trata del tema de la “vulneración de los derechos fundamentales derivada del no reconocimiento de equivalencia funcional entre los mensajes de datos registrados en el sistema de información computarizado de los juzgados y los mismos datos escritos en el expediente”; c) se dijo que no ha sido posible implementar el proceso digital por falta de recursos, pero en este caso, se encuentra acreditado que el juzgado accionado sí registró algunas actuaciones; d) la cita del precedente de la Corte Suprema de Justicia es inexacto; e) dentro de los poderes del juez de tutela se encuentra la posibilidad anular decisiones que afecten derechos fundamentales, tal como ocurre en este caso y f) la sentencia C-103 de 2005, en que se fundamentó para no conceder el recurso de queja por tratarse de un proceso de mínima cuantía, se habla sobre los recursos que se pueden instaurar en esa clase de actuaciones. 
Solicita se revoque la sentencia de primera instancia.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si en este caso se incurrió en lesión de los derechos fundamentales del actor en razón a que: a) se omitió registrar la información correspondiente a la providencia dictada el 9 de marzo de este año, en la plataforma digital de la Rama Judicial, dentro del proceso ejecutivo promovido en su contra y b) se negó la concesión del recurso de queja formulado por el accionante, solo de hallarse satisfechos los requisitos generales de procedibilidad de la tutela frente a decisiones judiciales.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas documentales allegadas al expediente y la inspección judicial practicada en primera instancia
, acreditan los siguientes hechos:
4.1 Mediante sentencia proferida en audiencia del 1º de agosto de 2017, el juzgado accionado decidió declarar próspera la excepción de falta de legitimación en la causa por activa y terminar el proceso ejecutivo adelantado por El Palmar No. 3 Conjunto Residencial P.H., contra Luis Horacio Zapara Pareja. Además condenó en costas a la parte actora
.
4.2 En proveído del pasado 11 de enero, por pago total de la obligación, se dio por terminado el proceso ejecutivo instaurado por el señor Luis Horacio Zapata en contra de la referida propiedad horizontal, para obtener el pago de las costas procesales
.
4.3 Por auto del 9 de marzo último se resolvió no dar trámite al recurso de reposición formulado por el aquí accionante contra esa decisión, porque fue presentado de forma extemporánea
. Esta providencia fue notificada por estado el 12 de marzo siguiente
, aunque no fue reportada en el portal web de la Rama Judicial
. 
4.4 El 23 del citado mes, el citado señor formuló recurso de reposición frente al anterior proveído. Alegó, inicialmente, que de esa decisión se dio por notificado el 21 de marzo, pues en esa fecha fue notificado del fallo de tutela proferido por este Tribunal, teniendo en cuenta que aquella actuación no fue registrada en el sistema de información de la Rama Judicial. Luego dijo que si bien en el recurso presentado el pasado 29 de enero se dijo que se dirigía frente a la providencia del 11 de enero anterior, ello fue un error de digitación ya que el auto que en realidad debía ser objeto de ese medio de impugnación era el del 24 de enero, que constituye la última actuación del proceso y no aquel frente al cual ya se había tramitado otro recurso. Pidió se revocara “el auto y profiera uno que desate el recurso vs (sic) el auto de enero 24 de 2018”
. 
4.5 Por auto del 12 de abril siguiente el juzgado accionado resolvió abstenerse de dar trámite a ese medio de impugnación ya que la providencia recurrida quedó ejecutoriada el 15 de marzo anterior, tal como se pudo verificar en el estado correspondiente. Además, de conformidad con el inciso 4º del artículo 312 del Código General del Proceso el auto que decide la reposición no es susceptible de ningún recurso
.
4.6 Contra esa decisión el demandante interpuso reposición y en subsidio solicitó se expidiera copias para acudir en queja. Expuso similares argumentos a los que plasmó en el escrito radicado el 23 de marzo
.  
4.7 Mediante proveído del 8 de mayo último la funcionaria accionada decidió no reponer el auto recurrido y declarar inadmisible el recurso de queja, con sustento en que frente al auto que resuelve no cabe ningún recurso y que la queja, de conformidad con los artículos 352 y 353 del Código General del Proceso, debe ser instaurada cuando se niegue el recurso de apelación, circunstancia que no ocurrió en este caso pues el interesado dejó de formular esa alzada
. 
4.8 Frente a esta última determinación no se formuló recurso alguno, según se desprende de lo consignado en la mencionada inspección judicial, en la que se dijo que luego de proferida, se ordenó el archivo de las diligencias, por auto del 11 de julio siguiente.  

5. Encuentra el actor lesionados sus derechos porque el auto proferido el 9 de marzo pasado no fue registrado en la página web de la Rama Judicial. Empero, como ya se expresara, tal providencia fue notificada por estado, medio legal adecuado para notificar esa clase de proveídos de acuerdo con el artículo 295 del Código General del Proceso y por tanto, el juzgado accionado no incurrió en defecto procesal alguno, ya que, además, aquella forma de comunicación digital no suple ni complementa los mecanismos legales de notificación. Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“3. Al margen de lo anterior, las irregularidades a que hace referencia el peticionario en el trámite de notificación de los proveídos del 15 de diciembre de 2014, y 26 de enero de 2015, no constituye razón suficiente para acceder a la protección deprecada, toda vez que aquéllos proveídos se notificaron en la forma establecida en la legislación procesal que gobierna el asunto, esto es, por medio de anotación en estado fijada los días 18 de diciembre de 2014 y 28 de enero del año pasado, respectivamente, tal y como lo establece el artículo 321 del Código de Procedimiento Civil-vigente para esa época-, sin que pueda aceptarse que las publicaciones que de los procesos se realizan en listas, libros radicadores o bases de datos magnéticas, de modo alguno suplan las formas de enteramiento legal, toda vez que éstas únicamente constituyen una herramienta de información.

De ahí, que aunque aduzca la parte actora que consultó la información en la página web de la rama judicial y que en ella no se registró la providencia antedicha, esa circunstancia no genera la vía de hecho alegada, toda vez que en el expediente existe constancia de haberse surtido en debida forma la notificación por estado, lo cual permite concluir que el Juzgado accionado no incurrió en yerro alguno en dicha actuación procesal.

Y es que, así dicha dependencia judicial haya omitido realizar oportunamente la actuación en la base de datos de la página institucional, ello no tiene el alcance de quebrantar las garantías reclamadas. De tal forma lo ha reiterado la Corte en casos similares en los que ha expresado: 
(…) no es de recibo argüir a la confianza que depositó en el sistema de gestión de procesos, toda vez que éste no es más que un instrumento de información que no exonera a los sujetos procesales de examinar físicamente el expediente en el que tienen interés, al punto, es preciso recordar que esta Sala en múltiples ocasiones ha dicho que ‘el sistema de gestión constituye una herramienta que facilita a la administración de justicia el cumplimiento efectivo de sus cometidos, en particular, otorgar publicidad a las actuaciones judiciales, a la vez que permite a los ciudadanos el acceso a la administración de justicia. Sin embargo, la información que se da conocer en los computadores de los juzgados son ‘meros actos de comunicación procesal’ y no medios de notificación, por lo mismo los apoderados no quedan exonerados de la vigilancia necesaria sobre los expedientes…» (CSJ STC 3 feb. 2012, Rad. 011-01734-01).

4. Además, ningún reparo hizo la reclamante a la notificación que por estado se hizo de la providencia referida, pues es claro que el ordenamiento procesal civil prevé la forma en que debe surtirse tal enteramiento y a ella deben atenerse las partes, sin perjuicio de que el Juzgado haga uso del programa virtual de gestión judicial para alimentar la base de datos de cada proceso con las actuaciones surtidas, ya que esta herramienta tecnológica aún no ha sido autorizada para sustituir los procedimientos previstos en la normatividad vigente, de modo que los sujetos intervinientes deben asumir la carga de examinar y hacer el seguimiento de rigor al respectivo expediente.”

Así las cosas, como queda desvirtuada la vulneración por una supuesta indebida notificación, se negará el amparo reclamado por la razón que se acaba de analizar.

6. El actor también alega una supuesta irregularidad por el hecho de haberse negado el recurso de queja que instauró, de forma subsidiaria, contra el proveído del 13 de abril de este año. Sin  embargo, respecto de tal decisión no se satisfacen todos los requisitos de procedibilidad señalados en la primera jurisprudencia transcrita y concretamente el de subsidiaridad.
En efecto, el actor no empleó el mecanismo ordinario de protección con que contaba en el proceso frente a la decisión en la que encuentra lesionados sus derechos, pues las pruebas allegadas demuestran que frente al proveído mediante el cual se declaró inadmisible el recurso de queja, ningún medio de impugnación formuló.

En esas condiciones, resulta claro que se halla ausente el segundo de los presupuestos generales para que proceda el amparo contra providencias judiciales, de conformidad con la jurisprudencia ya referida.
Y es que el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que han debido ser resueltas en el propio proceso, escenario adecuado previsto por el legislador para ello, por los funcionarios competentes y que no lo fueron por negligencia o descuido de las partes; tampoco replantear una situación que ya se valoró, interpretó y definió por la jurisdicción ordinaria, ni dar a la tutela connotación de un recurso frente a decisiones que se encuentran en firme.

En estas condiciones, el fallo objeto de impugnación será confirmado y modificado para declarar improcedente el amparo frente a la decisión de declarar inadmisible el tantas veces citado recurso de queja.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, el 16 de agosto último, dentro de la acción de tutela promovida por el señor Luis Horacio Zapata Pareja contra el Juzgado Séptimo Civil Municipal de esta ciudad, a la que fue vinculado El Palmar Conjunto Cerrado No. 3 P.H., MODIFICÁNDOLA para declarar improcedente el amparo respecto al reproche elevado frente al auto que decidió declarar inadmisible el recurso de queja formulado por el accionante.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS



(Ausente con causa justificada)

� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Folio 45 


� Ver inspección judicial 


� Ver inspección judicial


� Folio 22 cuaderno No. 1


� Folios 22 y 27 cuaderno No. 1


� Folio 28 cuaderno No. 1





� Folios 23 a 26 cuaderno No. 1


� Folios 29 y 30 cuaderno No. 1


� Folios 31 a 34 cuaderno No. 1


� Folios 35 y 36 cuaderno No. 1





� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 26 de mayo de 2016, M.P. Ariel Salazar Ramírez. Radicación n.° 47001-22-13-000-2016-00065-01
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